
LA LEGITIMACIÓN PROCESAL DEL DEFENSOR DEL PUEBLO *

Dilucidar la cuestión relativa a la legitimación procesal del actor, constituye un
presupuesto necesario para que exista un caso o controversia judicial.
Sabemos que, en general, la justicia no procede de oficio y sólo ejerce
jurisdicción a instancia de parte.

La existencia de legitimación procesal -entendida como la aptitud para ser
parte en un determinado proceso- está dada por la titularidad activa o pasiva
de la relación jurídica substancial controvertida en el pleito.

El ordenamiento jurídico contempla casos de legitimación anómala o
extraordinaria, que se caracterizan por el hecho que se habilitan para intervenir
en el proceso, a personas ajenas a la relación jurídica sustancial en disputa.

En estos casos se produce una disociación entre los sujetos legitimados para
demandar, y el grupo o los destinatarios efectivos de la tutela pedida al órgano
jurisdiccional.

En el año 1994 se modificó parcialmente la Constitución Nacional. Entre
aquellas reformas, y en referencia a la legitimación procesal del Ombudsman,
destaco lo que plasman sus artículos 86 y 43.

El primero de ellos establece que “El Defensor del Pueblo tiene legitimación
procesal”, mientras que el artículo 43 dispone que el afectado, las asociaciones
de usuarios y consumidores y el Defensor del Pueblo se encuentran
legitimados para interponer una acción de amparo contra “cualquier forma de
discriminación, y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la
competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de
incidencia colectiva en general”.

Esta disposición produjo un cambio substancial en la estructura constitucional
argentina, en la medida en que reconoció el derecho a accionar judicialmente,
a sujetos potencialmente distintos de los afectados en forma directa por el acto
u omisión que lesione derechos. Además la sentencia favorable al colectivo
tendrá efectos erga omnes, expandiéndose de tal manera los beneficios del
pronunciamiento judicial a todos los miembros del grupo.

Este tipo de legitimación, que puede denominarse anómala o extraordinaria, se
instituye en las normas constitucionales citadas, circunscribiéndose a la tutela
de derechos de incidencia colectiva. En estos términos, el Defensor del Pueblo
de la Nación es un legitimado extraordinario.



Consecuentemente, para evaluar la admisibilidad de las acciones judiciales
planteadas por el Defensor del Pueblo, en uso de esta legitimación, debe
comprobarse si en el caso concreto está en juego un derecho de incidencia
colectiva.

Los derechos colectivos o supraindividuales pueden caracterizarse como
aquellos que, teniendo como titulares a una pluralidad indeterminada de
personas, presentan como objeto de tutela  una pretensión general
insusceptible de fragmentación en cabeza de cada reclamante.

Éstos se hallan en una especie de comunión tipificada por el hecho que la
satisfacción de uno solo, implica, por fuerza, la satisfacción de todos, así como
la lesión de uno solo constituye lesión a la comunidad.

En estos supuestos, el esquema tradicional de monopolizar la legitimación en
cabeza de la persona a quien el derecho subjetivo pertenece, resulta
insuficiente o impotente  frente a los derechos que pertenecen a todos o, mejor
dicho, sin exclusividad de nadie en particular.

En la búsqueda de tutelas más efectivas, el constituyente previó la legitimación
anómala, extraordinaria, diferente de la general, que, como se dijo, se
caracteriza porque se habilita para intervenir en el proceso, a un sujeto que no
es el titular de la relación jurídica sustancial controvertida en el pleito.

Por ello, queda exceptuada de la legitimación contemplada en el artículo 43,
segundo párrafo, de la CN, la protección de los derechos de carácter
patrimonial puramente individuales, cuyo ejercicio y tutela corresponde
exclusivamente a cada afectado.

Cuando se afecta al colectivo el derecho a proteger es, en principio, indivisible
y no fraccionable. De tal manera, la satisfacción de uno de los miembros del
colectivo importa la satisfacción de todos sus integrantes del dicho grupo.

 Así pues, la lesión a una persona del colectivo miembro del grupo, genera un
daño a toda el conglomerado. En estos casos, no se puede dividir el derecho
objeto de la pretensión judicial, en porciones atribuibles a cada uno de los
afectados. Por ejemplo: Los desechos contaminantes vertidos en un río
afectan a toda la comunidad. Lo mismo ocurre con cuestiones derivadas del
derecho a la salud, o a que no se destruya el patrimonio histórico o cultural.

Por esta razón, sólo se concede una legitimación extraordinaria para reforzar



su protección, pero en ningún caso existe un derecho de apropiación individual
sobre el bien, ya que no se hallan en juego derechos subjetivos.

La Constitución Nacional, también admite, en el segundo párrafo del citado
artículo 43, una categoría conformada por derechos de incidencia colectiva
referentes a intereses individuales homogéneos.

Son esencialmente derechos individuales, cuya violación puede dar origen a
reclamos individuales por cada persona, y la eventual satisfacción de dicho
reclamo no se traduce necesariamente (diferencia de lo que sucede con las
pretensiones de objeto indivisible), en algún beneficio para las demás personas
que se encuentran en una situación similar.

En estos casos, se afectan derechos individuales enteramente divisibles. Sin
embargo, hay un hecho, único o continuado, que provoca la lesión a todos
ellos y por lo tanto es identificable una causa fáctica homogénea.

Ese dato tiene relevancia jurídica porque en tales casos, la demostración de
los presupuestos de la pretensión es común a todos esos intereses, excepto
en lo que concierne al daño que individualmente se sufre. Hay una
homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la
realización de un solo juicio, con efectos expansivos de la cosa juzgada que en
él se dicte, salvo en lo que hace a la prueba del daño.

El parecer de la Corte Suprema de Justicia de la Nación respecto de los
derechos de incidencia colectiva e individuales homogéneos puede consultarse
en el caso "HALABI, Ernesto c/ P.E.N. - ley 25.873 - dto. 1563/04 s/ amparo ley
16.986" (H. 270. XLII.) de fecha 24 de febrero del año 2009.

Finalmente, cuadra recordar que los arts. 30 de la Ley 25.675; 52 de la Ley
24.240 (texto conforme ley 26.361); y 34 de la ley 25.326, otorgan,
respectivamente, legitimación al Defensor del Pueblo para intervenir en
procesos judiciales en materia de daño ambiental colectivo, defensa de
usuarios y consumidores y, protección de datos personales.
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